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Ref. Su solicitud concepto(1)
Respetada Señora:
Se basa la consulta objeto de estudio en determinar, en relación con un contrato de condiciones uniformes particular, si es posible para un usuario residencial garantizar el pago del servicio con un título valor.
Antes de brindar una respuesta puntual a su consulta, debemos advertir que el presente documento se formula con el alcance previsto en el artículo 25 del Código Contencioso Administrativo, toda vez que los conceptos emitidos por la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, en respuesta a una petición en la modalidad de consulta, constituyen orientaciones y puntos de vista que no comprometen la responsabilidad de la entidad ni tienen carácter obligatorio ni vinculante.
Por otra parte, de conformidad con lo establecido en el parágrafo primero(2) del artículo 79 de la Ley 142 de 1994(3), modificado por el artículo 13 de la Ley 689 de 2001(4) esta Superintendencia no puede exigir, en ningún caso, que los actos o contratos de una empresa de servicios públicos se sometan a aprobación previa suya.
Lo anterior podría configurar extralimitación de funciones, así como la realización de actos de coadministración a sus vigiladas.
En ese sentido, esta Oficina no puede emitir concepto alguno en relación con la cláusula del
contrato de condiciones uniformes que usted ha puesto en nuestro conocimiento, y mucho menos con la posibilidad de hacer extensiva una disposición contractual pactada con usuarios no residenciales a usuarios residenciales. No obstante, nos referiremos al tema general por usted planteado, y a la posibilidad de suscribir acuerdo de pago para respaldar deudas derivadas de la prestación de servicios públicos domiciliarios, entre prestadores y usuarios.
Hecha la anterior precisión, la Oficina Asesora Jurídica responde:
La posibilidad de respaldar deudas derivadas de la prestación de servicios públicos domiciliarios con títulos valores, no está contemplada en nuestra normativa vigente. Sin embargo, lo anterior no quiere decir que dicha posibilidad este proscrita, por lo que la empresa estará en libertad de determinar dicha posibilidad con todos o algunos de sus usuarios, como al parecer lo ha hecho su prestador en relación con sus usuarios no residenciales.
En estos casos, es el prestador quien deberá definir qué requisitos debe cumplir el usuario para acceder a esta opción, qué documentos debe presentar y qué títulos valores son admisibles. Debe tenerse en cuenta, en todo caso, que ejecutado el título por parte del prestador la deuda deja de estar inmersa dentro del régimen de los servicios públicos domiciliarios y pasa a ser una deuda civil o comercial, que por tanto debe ser retirada de la factura de servicios públicos, so pena que se produzca un doble cobro respecto de una misma fuente de obligaciones.
Ahora bien, el hecho que el prestador no admita la posibilidad de usar títulos valores como respaldo de las deudas de sus usuarios residenciales, no excluye otras posibilidades de acuerdo entre empresas y usuarios, como la que por ejemplo existe con los acuerdos de pago.
En ese sentido, para facilitar el cumplimiento a los usuarios de las obligaciones, permitir la recuperación de la cartera morosa por parte de las empresas y garantizar el acceso a los servicios públicos domiciliarios, la ley y la Jurisprudencia han facultado a las empresas prestadoras de servicios públicos domiciliarios, para implementar sistemas de financiación para los deudores.
En este orden de ideas, los acuerdos de pago celebrados entre las empresas prestadoras de servicios públicos domiciliarios y los usuarios morosos en uno o varios períodos de facturación, constituyen nuevos títulos a partir de los cuales la empresa puede hacer exigibles dichas obligaciones, estableciendo con la parte deudora unas condiciones de pago de las sumas adeudas por incumplimiento de los valores cobrados a través de la factura que corresponden a la autonomía de la voluntad de la empresa-usuario moroso.
Por lo anterior, el acuerdo de pago es un contrato distinto al de condiciones uniformes, respecto del cual esta Superintendencia carece de competencia, puesto que se sustrae al régimen de los servicios públicos en consideración a que no cumple las condiciones señaladas anteriormente para que se configure como tal.
Una vez celebrado el acuerdo, convenio o plan de financiamiento, este regulará las relaciones entre las partes frente a su objeto, que es distinto a la prestación del servicio a cambio del pago correspondiente. En este caso, el objeto es el pago de una suma de dinero adeudada por el suscriptor o usuario que puede ser cancelada de la manera que acuerde con la empresa, en virtud del acuerdo de voluntades al que se haya llegado, conforme a lo dispuesto en el artículo 1602 del Código Civil, según el cual el contrato es ley para las partes, en concordancia con lo dispuesto en el artículo 1494 ibídem, que señala que los contratos se constituyen en fuente de obligaciones entre las partes.
De tal forma que el acuerdo de pago sólo obliga a quien lo suscribe, independiente de la calidad que ostente bien sea usuario, suscriptor o propietario.
Bajo estas circunstancias, los prestadores de servicios públicos pueden acudir a todos los medios que prevé la legislación civil y comercial para conseguir el pago de sus acreencias y recuperar cartera. Así mismo, estos acuerdos de pago constituyen la salida para financiar la deuda y poder continuar recibiendo el servicio público domiciliario, para la cual la empresa y el usuario deudor tienen dos relaciones contractuales que si bien son paralelas, son independientes y autónomas.
Lo anterior, aunado a la circunstancia de que la sola disposición de las partes de llegar a un acuerdo con respecto al pago de uno o varios períodos de facturación dejados de cancelar, implica para la empresa de servicios públicos domiciliarios, una renuncia implícita a ejecutar las acciones de suspensión del servicio, o a adelantar un proceso ejecutivo con fundamento en la factura o facturas objeto del acuerdo, toda vez, se reitera, que el acuerdo de pago se constituirá en el nuevo título a partir del cual la Empresa puede hacer exigibles las obligaciones que constituyen su objeto.
Desde esta perspectiva, el régimen aplicable a los acuerdos de pago es la Ley Civil y Comercial. No cabrían en este caso la interposición de los recursos de la vía gubernativa ni solicitudes de revocatoria directa frente al contrato, en la medida en que dichos instrumentos son propios de actos unilaterales y no bilaterales como lo es en este caso un acuerdo de pago. A este respecto se pronunció la Corte Constitucional en Sentencia T-500-2003, en los siguientes términos:
“Importante por lo tanto es señalar, que la empresa no puede hacer extensible al propietario los efectos de los acuerdos de pago que haya celebrado con usuarios morosos, pues estos nuevos compromisos de pago corresponden a riesgos que la empresa asume por su cuenta para recuperar una cartera vencida y que desbordan ampliamente los lineamientos señalados por la Ley de Servicios Públicos para que opere la solidaridad en el pago de consumos causados y no pagados.
Ciertamente los acuerdos de financiación de deudas por servicios públicos, que pacten las empresas con sus usuarios, no deben entenderse como medidas inaceptables a futuro, pues estos corresponden al interés real que tiene dichas
empresas de seguir prestando los servicios públicos a su cargo, con el fin no sólo de cumplir con el postulado constitucional establecido en el artículo 333 que impone obligaciones de carácter social a la libre empresa, sino que también buscan garantizar el recaudo de los dineros por los servicios prestados.
Lo que se pretende destacar en este pronunciamiento es que al celebrarse este tipo de acuerdos, las empresas tomen las medidas pertinentes que permitan que ellos cumplan con la finalidad que se espera, es decir, recuperar la cartera vencida. Para ello, deberán asegurarse que el deudor respalde el pago de la deuda, presente voluntad de cancelar periódicamente las sumas acordadas, y que no se encuentre incurso en ninguna otra causal de suspensión o corte del servicio público en los términos de la Ley 142 de 1994 y en las condiciones uniformes del contrato.(...)”.
Finalmente, le informamos que esta Superintendencia ha puesto a disposición de la ciudadanía un sitio de consulta al que usted puede acceder en la siguiente dirección:http://basedoc.superservicios.gov.co. Ahí encontrará normativa, jurisprudencia y doctrina sobre los servicios públicos domiciliarios, en particular los conceptos emitidos por esta entidad.
Cordialmente,
MARINA MONTES ALVAREZ
Jefe Oficina Asesora Jurídica
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Depende de las políticas de recuperación de cartera del prestador. ACUERDOS DE PAGO. Son un instrumento al que pueden acudir prestadores y  usuarios y que se sustrae del régimen de servicios públicos domiciliarios.
2. PARÁGRAFO 1o. En ningún caso, el Superintendente podrá exigir que ningún acto o contrato de una empresa de servicios públicos se someta a aprobación previa suya. El Superintendente podrá, pero no está obligado, visitar las empresas sometidas a su vigilancia, o pedirles informaciones, sino cuando haya un motivo especial que lo amerite.
3. Por la cual se establece el régimen de los servicios públicos domiciliarios y se dictan otras disposiciones.
4. Por la cual se modifica parcialmente la Ley 142 de 1994.
